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I. PRESENTACIÓN Y ANTECEDENTES
a) Año 2025
El día 11 de agosto de 2025, fue radicado en la 

Secretaría General de la Cámara de Representantes 
el Proyecto de Acto Legislativo número 213 de 
2025 Cámara, por los siguientes Congresistas:

Honorables Senadores: Alejandro Carlos Chacón 
Camargo, Carlos Alberto Benavides Mora, José 
David Name Cardozo, José Vicente Carreño Castro, 
León Fredy Muñoz Lopera, Imelda Daza Cotes, Yuly 
Esmeralda Hernández Silva, Robert Daza Guevara, 
Sandra Ramírez Lobo, Juan Pablo Gallo Maya, 
María José Pizarro Rodríguez, Julio César Estrada 
Cordero, Gloria Inés Flórez Schneider, Jael Quiroga 
Carrillo, Ana María Castañeda Gómez, Isabel 
Cristina Zuleta López, Aída Marina Quilcué Vivas, 
Pablo Catatumbo Torres Victoria, Ómar de Jesús 
Restrepo Correa, Efraín José Cepeda Sarabia, Ariel 
Fernando Ávila Martínez, Alfredo Rafael Deluque 
Zuleta, Mauricio Gómez Amín, Julio Elías Chagüi 
Flórez, Alex Xavier Flórez Hernández, Ferney Silva 
Idrobo y Martha Isabel Peralta Epieyú.

Honorables Representantes: Ingrid Johana 
Aguirre Juvinao, Jorge Alejandro Ocampo Giraldo, 
Karyme Adrana Cotes Martínez, Jezmi Lizeth 
Barraza Arraut, Gersel Luis Pérez Altamiranda, 
Gabriel Ernesto Parrado Durán, Leider Alexandra 
Vásquez Ochoa, Erick Adrián Velasco Burbano, 
Jorge Andrés Cancimance López, David Alejandro 
Toro Ramírez, Cristóbal Caicedo Angulo, Leyla 
Marleny Rincón Trujillo, Lina María Garrido 
Martín, Olga Lucia Velásquez Nieto, Andrés 
Felipe Jiménez Vargas, Flora Perdomo Andrade, 
Betsy Judith Pérez Arango, Dorina Hernández 
Palomino, Eduard Giovanny Sarmiento Hidalgo, 
Carmen Felisa Ramírez Boscán, Wilmer Yair 
Castellanos Hernández, Gabriel Becerra Yáñez, 
Jennifer Dalley Pedraza Sandoval, Julián Peinado 
Ramírez, Astrid Sánchez Montes de Oca, Milene 
Jarava Díaz, Álvaro Mauricio Londoño Lugo, Hugo 
Danilo Lozano Pimiento, Yulieth Andrea Sánchez 
Carreño, Yénica Sugein Acosta Infante, Édinson 
Vladimir Olaya Mancipe, Ermes Evelio Pete Vivas, 
Hernando González, Hugo Alfonso Archila Suárez, 
Héctor Mauricio Cuéllar Pinzón, Gilma Díaz Arias, 

María Eugenia Lopera Monsalve, Juliana Aray 
Franco, Mary Anne Andrea Perdomo, Jorge Hernán 
Bastidas Rosero, Erika Tatiana Sánchez Pinto, Juan 
Pablo Salazar Rivera, Jorge Méndez Hernández , 
Etna Tamara Argote Calderón, Piedad Correal 
Rubiano, Germán José Gómez López, Luis Eduardo 
Díaz Matéus, Ángela María Vergara González, 
Jairo Reinaldo Cala Suárez, Gildardo Silva Molina, 
John Jairo González Agudelo, Elizabeth Jay-Pang 
Díaz, Alirio Uribe Muñoz, Marelen Castillo Torres, 
James Hermenegildo Mosquera Torres, Ana Paola 
García Soto, Norman David Bañol Álvarez, Juan 
Daniel Peñuela Calvache, Pedro José Suárez 
Vacca, Duvalier Sánchez Arango, Carlos Felipe 
Quintero Ovalle, Olga Beatriz González Correa, 
Carlos Adolfo Ardila Espinosa, María Fernanda 
Carrascal Rojas, Óscar Rodrigo Campo Hurtado, 
Jorge Eliécer Tamayo Marulanda, Orlando Castillo 
Advíncula, Julián David López Tenorio, Santiago 
Osorio Marín, Diógenes Quintero Amaya, Jorge 
Alberto Cerchiaro Figueroa, Catherine Juvinao 
Clavijo, Germán Rogelio Rozo Anís, David Ricardo 
Racero Mayorca, Juan Loreto Gómez Soto, Luis 
David Suárez Chadid, Luis Alberto Albán Urbano y 
Juan Manuel Cortés Dueñas.

Esta reforma constitucional posee el consenso 
de 105 congresistas de todos los partidos políticos 
como se evidencia en el texto original publicado 
en la Gaceta del Congreso número 1375 de 2025 
Cámara. Se resalta que el texto de Acto Legislativo 
cumple con las disposiciones contenidas en los 
artículos 222, 223 y 223 de la Ley 5ª de 1992.

La Mesa directiva de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes, a través del Acta número 004 de 
2025, designó a los Honorables Representantes 
Alejandro Ocampo Giraldo, Gersel Luis Pérez 
Altamiranda y Karyme Adrana Cotes Martínez 
como Coordinadores Ponentes del Proyecto de Acto 
legislativo, junto con Duvalier Sánchez Arango, 
Ana Paola García Soto, Luis Alberto Albán Urbano, 
Marelen Castillo Torres, Juan Daniel Peñuela 
Calvache y Miguel Abraham Polo Polo, como 
ponentes de la reforma constitucional.

b) Año 2024
El día 3 de septiembre de 2024, fue radicado en la 

Secretaría General de la Cámara de Representantes 
el proyecto de Acto Legislativo 272 de 2024 Cámara, 
por los siguientes congresistas:

Honorables Representantes: Ingrid Johana 
Aguirre Juvinao, Jorge Alejandro Ocampo Giraldo, 
Jaime Raúl Salamanca Torres, Ana Paola García 
Soto, Erick Adrián Velasco Burbano, Gersel 
Luis Pérez Altamiranda, Karyme Adrana Cotes 
Martínez, Etna Tamara Argote Calderón, Delcy 
Esperanza Isaza Buenaventura, Susana Gómez 
Castaño, Gabriel Becerra Yáñez, Leyla Marleny 
Rincón Trujillo, Luis Alberto Albán Urbano, Betsy 
Judith Pérez Arango, Eduard Giovanny Sarmiento 
Hidalgo, David Alejandro Toro Ramírez, Pedro José 
Suárez Vacca, Jorge Andrés Cancimance López, 
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Carmen Felisa Ramírez Boscán, Leider Alexandra 
Vásquez Ochoa, Gerson Lisímaco Montaño Arizala, 
Marelen Castillo Torres, Norman David Bañol 
Álvarez, David Ricardo Racero Mayorca, Hernando 
González, Jorge Alberto Cerchiaro Figueroa, 
Ermes Evelio Pete Vivas, Wilmer Yair Castellanos 
Hernández, Gildardo Silva Molina, Jairo Reinaldo 
Cala Suárez, Gabriel Ernesto Parrado Durán, 
Gloria Elena Arizabaleta Corral, Gilma Díaz Arias, 
Erika Tatiana Sánchez Pinto, John Jairo González 
Agudelo, Luis David Suárez Chadid, Elizabeth 
Jay-Pang Díaz, Jorge Eliécer Tamayo Marulanda, 
Cristóbal Caicedo Angulo, Piedad Correal Rubiano, 
Hugo Alfonso Archila Suárez, James Hermenegildo 
Mosquera Torres, Duvalier Sánchez Arango, 
Santiago Osorio Marín, Jairo Humberto Cristo 
Correa, Juliana Aray Franco, Lina María Garrido 
Martín, Héctor Mauricio Cuéllar Pinzón, Armando 
Antonio Zabaraín D’Arce, Astrid Sánchez Montes de 
Oca, Dorina Hernández Palomino, Orlando Castillo 
Advíncula, Fernando David Niño Mendoza, Alirio 
Uribe Muñoz, William Ferney Aljure Martínez, 
María Fernanda Carrascal Rojas, Andrés David 
Calle Aguas, Pedro Baracutao García Ospina, Juan 
Daniel Peñuela Calvache, Juan Manuel Cortés 
Dueñas, Mary Anne Andrea Perdomo, Ángela 
María Vergara González, Jorge Hernán Bastidas 
Rosero, Diógenes Quintero Amaya, Martha Lisbeth 
Alfonso Jurado, Andrés Guillermo Montes Celedón, 
Carlos Adolfo Ardila Espinosa, Yénica Sugein 
Acosta Infante, Yulieth Andrea Sánchez Carreño, 
Jennifer Dalley Pedraza Sandoval, Luis Eduardo 
Díaz Matéus, Juan Fernando Espinal Ramírez, 
Hugo Danilo Lozano Pimiento, Alexander Guarín 
Silva, Ruth Amelia Caicedo Rosero, Juan Pablo 
Salazar Rivera, Juan Carlos Wills Ospina, Luz Ayda 
Pastrana Loaiza, Óscar Rodrigo Campo Hurtado, 
Adriana Carolina Arbeláez Giraldo y Flora 
Perdomo Andrade.

Honorables Senadores: Efraín José Cepeda 
Sarabia, Ariel Fernando Ávila Martínez, Imelda 
Daza Cotes, Robert Daza Guevara, Jael Quiroga 
Carrillo, Mauricio Gómez Amín, Aída Marina 
Quilcué Vivas, Julián Gallo Cubillos, Isabel 
Cristina Zuleta López, Carlos Alberto Benavides 
Mora, Yuly Esmeralda Hernández Silva, Paulino 
Riascos Riascos, Alejandro Alberto Vega Pérez, 
Jorge Enrique Benedetti Martelo, Julio Elías 
Vidal, Germán Alcides Blanco Álvarez, Gloria Inés 
Flórez Schneider, Andrea Padilla Villarraga, Nadia 
Georgette Blel Scaff, José Vicente Carreño Castro y 
María José Pizarro Rodríguez.

- Trámite Cámara de Representantes
La Mesa directiva de la Comisión Primera 

Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes, a través del Acta número 008 de 
2024, designó a los honorables Representantes 
Alejandro Ocampo Giraldo y Karyme Adrana 
Cotes Martínez como Coordinadores Ponentes del 
Proyecto de Acto legislativo, junto con Duvalier 
Sánchez Arango, Gersel Luis Pérez Altamiranda, 
Ana Paola García Soto, Luis Alberto Albán Urbano, 

Marelen Castillo Torres, Juan Daniel Peñuela 
Calvache, Miguel Abraham Polo Polo y José Jaime 
Uscátegui Pastrana, como ponentes de la reforma 
constitucional. Posteriormente, el 16 de septiembre, 
fue adicionado como ponente el Representante 
Diógenes Quintero Amaya.

La Comisión Primera de Cámara de Representantes 
le dio debate el día 1° de octubre de 2024, en donde 
se discutieron y votaron impedimentos. El debate 
del Proyecto continuó el 16 de octubre, cuando 
fue aprobado por la Comisión. La mesa directiva 
designó los mismos ponentes para el segundo debate 
en la Plenaria de la Cámara de Representantes.

El día 12 de noviembre de 2024, fue aprobado 
en segundo debate en la Plenaria de la Cámara de 
Representantes el proyecto de reforma constitucional 
en mención con una proposición avalada de la 
Honorable Representante Piedad Correal Rubiano, 
en la cual se plasmó la no retroactividad de la mesada 
14 pensional para los docentes.

- Trámite Senado de la República
Al realizar su tránsito legislativo en el Senado 

de la República, la Secretaría General de la célula 
legislativa en mención le asignó el número 023 de 
2024 Senado al proyecto de reforma constitucional 
y fue enviado a la Comisión Primera del Senado de 
la República para iniciar su respectivo trámite.

La Mesa directiva de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente de la Cámara de 
Representantes, a través del Acta MD-27 de 
noviembre de 2024, designó al Honorable Senador 
Carlos Alberto Benavides Mora como ponente de 
la reforma constitucional. Sin embargo, no se pudo 
culminar los 4 debates en la primera vuelta y por 
ende fue archivado en los términos de la Ley 5ª de 
1992.

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA DE 
REFORMA CONSTITUCIONAL

La presente iniciativa de reforma constitucional 
tiene como objetivo devolver la mesa 14 a los 
educadores y las educadoras oficiales que se 
encuentren o llegaren a estar en goce de asignación 
de retiro, goce de pensión, o sus beneficiarios. 
Los docentes a los que les aplica el presente acto 
legislativo son los dispuestos en la Ley 91 de 1989 
que crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio y que establece la existencia de 
docente nacional, nacionalizado y territorial. Según 
esta disposición normativa, se entiende por1:

- Personal nacional aquellos docentes vinculados 
por nombramiento del Gobierno nacional;

- Personal nacionalizado, los que fueron 
vinculados por nombramiento de la entidad 
territorial con anterioridad al 1° de enero de 1976 y, 
los vinculados a partir de esa fecha, de conformidad 
a lo dispuesto en la Ley 43 de 1975.

1	 Sección Segunda del Consejo de Estado. Magistrado Po-
nente Carmelo Perdomo Cueter. Recuperado de: https://
www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.
jsp?i=81244
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- Por último, el personal territorial, son aquellos 
vinculados por nombramiento de la entidad 
territorial a partir del 1° de enero de 1975, sin el 
cumplimiento de lo establecido en el artículo 10 de 
la Ley 43.

Para ello, se consagran los siguientes dos (2) 
artículos que disponen:

Artículo 1°: Adiciona un parágrafo al artículo 
48 de la Constitución Política, estableciendo la 
excepción para recibir la mesada 14 por parte de los 
educadores y las educadoras oficiales.

Artículo 2°: Establece la vigencia de la reforma 
constitucional.

III. JUSTIFICACIÓN DE LA INICIATIVA 
DE REFORMA CONSTITUCIONAL

a) Contexto general
El reconocimiento y pago de la denominada 

mesada catorce en favor de los educadores y las 
educadoras oficiales, mantiene un estímulo por 
los servicios prestados a la nación en pro de la 
educación estatal, por su compromiso con el país 
durante décadas, lo cual se hace extensivo a sus 
beneficiarios. Este reconocimiento podría beneficiar 
a cerca de 60 mil docentes que hoy se encuentran 
pensionados y contribuiría al mejoramiento de la 
calidad de vida y bienestar de los educadores y las 
educadoras oficiales que gozan de asignación de 
retiro y/o pensión de invalidez, y sus familias, en 
caso de pensión de sobrevivientes y/o sustitución 
pensional.

La mesada adicional consagrada en el artículo 142 
de la Ley 100 de 1993 se concibió en su momento 
como un mecanismo de compensación por la pérdida 
de poder adquisitivo de las pensiones en razón de 
la inflación2. Este beneficio se otorgó a todos los 
pensionados, salvo las excepciones expresamente 
consagradas en el artículo 279 de la Ley 100, dentro 
de las cuales se contempla a los afiliados del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
creado por la Ley 91 de 1989.

No obstante, la Corte Constitucional al examinar 
la constitucionalidad del artículo 142 de la Ley 
100 de 1993, mediante Sentencia C-409 de 1994 
(M. P. Hernando Herrera Vergara), hizo extensivo 
el beneficio de la mesada adicional a todos los 
pensionados sujetos a la Ley 100 de 1993, por 
considerar que las disposiciones acusadas incurrían 
en “una clara violación a la prohibición de 
consagrar discriminaciones en el mismo sector de 
pensionados, otorgando privilegios para unos en 
detrimento de los otros, al restringir el ejercicio 
del derecho a la misma mesada adicional, sin 
justificación alguna”.

Es pertinente señalar que los pensionados del 
magisterio tenían derecho a la pensión adicional 
según el artículo 142 de la Ley 100 de 1993. No 
obstante, este beneficio pensional, en virtud del Acto 

2	 Artículo 142 Ley 100 de 1993 “Por la cual se crea el sis-
tema de seguridad social integral y se dictan otras dispo-
siciones”

legislativo 01 de 2005, fue suprimido por el Congreso 
de la República, señalando esta disposición que:

“Las personas cuyo derecho a la pensión se cause 
a partir de la vigencia del presente Acto Legislativo 
no podrán recibir más de trece (13) mesadas 
pensionales al año. Se entiende que la pensión se 
causa cuando se cumplen todos los requisitos para 
acceder a ella, aun cuando no se hubiese efectuado 
el reconocimiento”. de esta forma, se presenta una 
variación para los docentes, por lo cual después 
del Acto Legislativo 01 de 2005, los docentes 
vinculados antes del 1° de enero de 1981 al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
que no son acreedores de la pensión de gracia3. Por 
esta disposición, se estableció que la mesada 14 
para docentes aplicaría hasta el 31 de julio de 2011 
para personas que devengaran una pensión igual o 
inferior a 3 SMMLV y con cuantía superior solo 
percibirían 13 mesadas.

b) Glosario de términos aplicables al Acto 
Legislativo

Para efectos de interpretar conceptualmente el 
presente Acto Legislativo, se aplicará de manera 
armónica lo dispuesto en la Ley 91 de 1989, donde 
se entiende lo siguiente:

“Personal nacional. Son los docentes vinculados 
por nombramiento del Gobierno nacional.

Personal nacionalizado. Son los docentes 
vinculados por nombramiento de entidad territorial 
antes del 1° de enero de 1976 y los vinculados a 
partir de esta fecha, de conformidad con lo dispuesto 
por la Ley 43 de 1975.

Personal territorial. Son los docentes vinculados 
por nombramiento de entidad territorial, a partir 
del 1° de enero de 1976, sin el cumplimiento del 
requisito establecido en el artículo 10 de la Ley 43 
de 1975”.

c) El régimen especial de seguridad social en 
pensiones aplicable a los y las docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales

De acuerdo con el parágrafo transitorio 1° del 
Acto Legislativo 01 de 2005, el derecho a la pensión 
de jubilación de los maestros oficiales se encuentra 
regulado en dos regímenes diversos: El primero, 
está comprendido por las normas que se encontraban 
en vigor antes de la expedición de la Ley 812 de 
2003 y, en particular, por el artículo 15 de la Ley 
91 de 1989 y el artículo 115 de la Ley 115 de 1994. 
Este régimen es aplicable a los docentes que se 
vincularon al servicio con anterioridad a la entrada 
en vigor del artículo 81 de la mencionada Ley. El 
segundo, es el previsto en la Ley 100 de 1993, salvo 
en lo referente a la edad de pensión, la cual será de 
57 años para hombres y mujeres. Este régimen es 
aplicable a los docentes que se vincularon al servicio 
con posterioridad a la entrada en vigor del artículo 
81 de la Ley 812 de 2003.

3	 Tribunal Administrativo de Boyacá. Sala de Decisión nú-
mero 3. Magistrado Ponente: José Ascensión Fernández 
Osorio. Radicado: 150013333010-2020-00157-01
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i) Normas previas a la Ley 812 de 2003
En virtud de la lucha histórica de los y las 

docentes en pro de condiciones laborales y de vejez 
digna, el Congreso de la República, a través de 
la Ley 91 de 1989, creó un régimen especial para 
atender las prestaciones sociales de los docentes por 
medio del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, cuyo objetivo, como lo establece el 
artículo 5 de la citada Ley, son:

1. Efectuar el pago de las prestaciones sociales 
del personal afiliado.

2. Garantizar la prestación de los servicios 
médico-asistenciales, que contratará con entidades 
de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo 
Directivo del Fondo.

3. Llevar los registros contables y estadísticos 
necesarios para determinar el estado de los aportes 
y garantizar un estricto control del uso de los 
recursos y constituir una base de datos del personal 
afiliado, con el fin de cumplir todas las obligaciones 
que en materia prestacional deba atender el Fondo, 
que además pueda ser utilizable para consolidar la 
nómina y preparar el presupuesto en el Ministerio 
de Hacienda.

4. Velar para que la Nación cumpla en forma 
oportuna con los aportes que le corresponden e 
igualmente transfiera los descuentos de los docentes.

5. Velar para que todas las entidades deudoras 
del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, 
cumplan oportunamente con el pago de sus 
obligaciones.

Este régimen especial al momento del trámite 
de la Ley 100 de 1993 se mantuvo, puesto que 
la intención del legislador en su momento fue 
claramente la de proteger los derechos adquiridos de 
este sector de trabajadores en materia pensional. Es 
menester resaltar que la Corte Constitucional, por 
medio de la sentencia C-461 de 1995, consideró que 
dicho trato diferencial es justificado y ajustado a la 
Constitución Política de 1991.

ii) Normas posteriores a la Ley 812 de 2003
En materia pensional, la Ley 812 de 2003, que 

entró en vigencia el 26 de junio de 2003, dispuso en 
el artículo 81: “(…) Los docentes que se vinculen a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 
serán afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio y tendrán los derechos 
pensionales del régimen pensional de prima media 
establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, 
con los requisitos previstos en él, con excepción de 
la edad de pensión de vejez que será de 57 años 
para hombres y mujeres. (…)”.

A su vez, el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, 
modificado por el artículo 9° de la Ley 797 de 
2003, estableció como exigencia que el solicitante 
debe “(…) haber cotizado un mínimo de mil 
(1000) semanas en cualquier tiempo. A partir del 
1° de enero del año 2005 el número de semanas se 
incrementará en 50 y a partir del 1° de enero de 

2006 se incrementará en 25 cada año hasta llegar a 
1.300 semanas en el año 2015”.

De ahí, los presupuestos para acceder a la pensión 
de vejez del régimen del magisterio son:

i) 57 años de edad para hombres y mujeres.
ii) 1000 semanas cotizadas en cualquier tiempo, 

que a partir de 2005 aumentarán así:

d) Acto Legislativo 01 de 2005: “Por el cual se 
adiciona el artículo 48 de la Constitución Política”

El Acto Legislativo 01 de 2005 adicionó 
varios incisos al artículo 48 de la Constitución, 
introduciendo cambios importantes en el sistema 
de pensiones del país. El objetivo principal fue 
ajustar las obligaciones pensionales del Estado para 
garantizar su viabilidad a largo plazo. Esto significó 
la afectación de diversos sectores, incluyendo a los 
docentes del magisterio:

“Las personas cuyo derecho a la pensión se cause 
a partir de la vigencia del presente Acto Legislativo 
no podrán recibir más de trece (13) mesadas 
pensionales al año. Se entiende que la pensión se 
causa cuando se cumplen todos los requisitos para 
acceder a ella, aun cuando no se hubiese efectuado 
el reconocimiento”.

Con esta redacción, los docentes cuyos derechos 
a pensión se causaron después de la promulgación 
del mencionado Acto Legislativo, fueron limitados 
a 13 mesadas anuales.

El Acto Legislativo contemplaba una excepción 
transitoria, vigente hasta el 31 de julio de 2011, 
que establecía una excepción para los pensionados 
que recibían una pensión igual o inferior a tres 
salarios mínimos mensuales legales vigentes 
(SMMLV), quienes pueden seguir recibiendo la 
mesada adicional, si esta se causa antes de la fecha 
mencionada.

e) Acto legislativo 01 de 2024: Por medio del 
cual se modifica el artículo 48 de la Constitución 
Política, se reconoce la mesada catorce para la 
fuerza pública y se dictan otras disposiciones

Este acto legislativo reinstauró nuevamente la 
Mesada 14 para ciertos grupos: a los veteranos de 
las fuerzas militares, a los policías y a los civiles que 
han trabajado en el sector de defensa. Asimismo, 
se establecieron requisitos a los militares, quienes 
deben tener 20 años de servicio, mientras que los 
policías 25 años; los civiles deben haber trabajado 
en el sector de defensa antes de 1994.



Página 6	 Miércoles, 27 de agosto de 2025	 Gaceta del Congreso  1520

Se estima que el costo fiscal de esta iniciativa 
ronda los $849.000 millones de pesos al año y 
beneficiaría a más de 89 mil miembros de las fuerzas 
militares y policiales.

El restablecimiento de la Mesada 14 para esta 
población implica el reconocimiento simbólico de 
la importancia de la fuerza pública para el país, 
reconociendo su servicio con una compensación 
adicional.

f) Necesidad de la mesada 14 para los y las 
docentes nacionales, nacionalizados y territoriales

El concepto de la mesada 14, también conocida 
como la “prima de mitad de año”, no es nuevo en 
el ámbito laboral colombiano. Históricamente este 
beneficio se otorgaba a ciertos pensionados, pero fue 
eliminado con el Acto Legislativo 01 de 2005 que 
limitó las mesadas anuales a trece para garantizar la 
sostenibilidad del sistema pensional.

Recientemente, el Acto Legislativo 01 de 2024 
reinstauró la mesada 14 para los miembros de 
las fuerzas militares y policiales, destacando el 
reconocimiento del Estado hacia estos servidores 
públicos.

Otros servidores públicos que merecen el mismo 
reconocimiento de quienes mantienen el orden en 
el país son los educadores, quienes desempeñan 
un papel crucial en la formación de las futuras 
generaciones, contribuyendo al desarrollo social y 
económico. Su labor es un pilar fundamental para 
el progreso y la cohesión social. Si se reconoce el 
trabajo de las fuerzas militares con la restauración 
de esta mesada adicional, es innegable que el 
reconocimiento y beneficio debería hacerse 
extensivo a los educadores, quienes también realizan 
una labor esencial y demandante. La mesada 14 
sería un complemento significativo que mejoraría el 
bienestar económico de los maestros; una inversión 
valiosa y trascendental, invertir en los educadores es 
invertir en el futuro del país.

Es importante mencionar que la mesada catorce de 
los docentes no fue eliminada en su totalidad, lo que 
presupone una desigualdad material entre sujetos de 
derechos iguales, en el parágrafo transitorio 6° del 
Acto Legislativo número 01 del 2005, se menciona 
que: “Parágrafo transitorio 6°. Se exceptúan de lo 
establecido por el inciso 8 del presente artículo, 
aquellas personas que perciban una pensión igual 
o inferior a tres (3) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 
31 de julio de 2011, quienes recibirán catorce (14) 
mesadas pensionales al año”.

De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, 
fecha en la cual se publicó el Acto Legislativo número 
01 del 2005, las personas que adquieran el derecho 
a la pensión recibirán un máximo de trece mesadas 
al año, con la excepción establecida en el parágrafo 
6° transitorio, que, evidentemente, también está 
restringida en el tiempo y en sus destinatarios.

Entonces, los docentes oficiales que causen 
su derecho a la pensión de jubilación o de vejez a 
partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en 

vigencia del Acto Legislativo número 01 del 2005, 
no podrán recibir la mesada adicional del mes de 
junio creada por el artículo 142 de la ley 100 de 
1993; con la salvedad del parágrafo transitorio 6° 
del mencionado acto legislativo.

Por tanto, si existen docentes actualmente que 
reciben 14 mesadas anuales, el consejo de estado fue 
preciso en expresar que “la iniciativa fue muy clara 
en el sentido de aplicar a un grupo de pensionados 
unos beneficios; de este modo, el texto aprobado 
muestra que con él se permite el reconocimiento de 
la mesada adicional a los sectores de pensionados 
exceptuados”.

La corte constitucional en la sentencia 080 de 
1999, menciona que:

Con base en los anteriores criterios, la Corte 
concluyó que, por ejemplo, la exclusión de la 
mesada pensional adicional prevista por la Ley 100 
de 1993 a ciertos maestros desconocía la igualdad, 
por cuanto estos no gozaban, dentro de su régimen 
especial, de ningún beneficio similar o equivalente 
‘que obre como compensación por el deterioro que 
causa la inflación sobre el poder adquisitivo de 
las pensiones… 8. El análisis precedente muestra 
que, conforme a la jurisprudencia de la Corte, en 
principio no es posible comparar las prestaciones 
individuales de los regímenes especiales de 
seguridad social frente a la regulación establecida 
por el sistema general de pensiones o de salud. 
Sin embargo, en algunos casos, y de manera 
excepcional, es procedente un examen de igualdad. 
Para tal efecto, se requiere que se trate de una 
prestación claramente separable del conjunto de 
beneficios previstos por el régimen, en la medida en 
que tiene una suficiente autonomía y no se encuentra 
indisolublemente ligada a otras prestaciones…”.

De lo cual se puede deducir la existencia de la 
desigualdad dentro del propio régimen especial 
del magisterio. Por ende, y en reconocimiento 
del fundamental aporte que hacen los maestros y 
maestras al País, se debe comenzar a redistribuir los 
beneficios a todos los docentes bien sea nacionales, 
nacionalizados o territoriales.

En tales circunstancias, y teniendo en cuenta que 
no podemos desconocer el principio de igualdad 
estipulado en el artículo 13 de la constitución 
política:

“Artículo 13. Todas las personas nacen libres e 
iguales ante la ley, recibirán la misma protección 
y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política 
o filosófica. El Estado promoverá las condiciones 
para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o 
marginados. El Estado protegerá especialmente a 
aquellas personas que, por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancia de 
debilidad manifiesta y sancionará los abusos o 
maltratos que contra ellas se cometan”.
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Es menester, el principio de la igualdad implica 
que no se consagren en favor de algunas personas 
privilegios que no se conceden a otros que se 
encuentran en idénticas circunstancias.

Por su parte, la jurisprudencia ha aclarado el 
alcance del principio de la igualdad para destacar 
que es objetivo y solo es predicable de la identidad 
entre iguales, pues se desvirtuaría si se aplicara entre 
desiguales, así: “Ese principio de la igualdad es 
objetivo y no formal; él se predica de la identidad 
de los iguales y de la diferencia entre los desiguales. 
Se supera así el concepto de la igualdad de la ley a 
partir de la generalidad abstracta, por el concepto 
de la generalidad concreta, que concluye con el 
principio según el cual no se permite regulación 
diferente de supuestos iguales o análogos y prescribe 
diferente formación a supuestos distintos. Con este 
concepto sólo se autoriza un trato diferente si está 
razonablemente justificado. Se supera también, 
con la igualdad material, el igualitarismo o simple 
igualdad matemática.”.

Así las cosas, no solo por reconocimiento a 
la labor desempeñada sino al cumplimiento del 
mandato constitucional es necesario incluir en 
entre las excepciones de mesa catorce a todos 

maestros oficiales sin distinción alguna.
IV. DECLARACIÓN DE IMPEDIMENTOS 

(Artículo 3° LEY 2003 DE 2019)
El artículo 3° de la Ley 2003 del 19 noviembre 

de 2019, por la cual se modifica parcialmente la 
Ley 5a de 1992 y se dictan otras disposiciones, 
establece la obligación a los autores y autoras de las 
iniciativas de reforma constitucional de presentar 
en la exposición de motivos la descripción de las 
posibles circunstancias en las que se pueda generar 
un conflicto de interés de los y las Congresistas de la 
República de Colombia para la discusión y votación 
del proyecto, por ello se plasma expresamente que:

El presente proyecto de acto legislativo NO 
genera conflictos de interés, puesto que este proyecto 
encaja en las excepciones que consagra la Ley 2003 
de 2019: “Cuando el congresista participe discuta 
vote proyectos de ley o de acto legislativo que 
otorgue beneficios o cargos de carácter general, es 
decir, cuando el interés del Congresista coincide o 
se fusione con los intereses de sus electores”.

V. ANÁLISIS DE IMPACTO FISCAL 
DE LA INICIATIVA DE REFORMA 
CONSTITUCIONAL (Artículo 7° LEY 819 DE 
2003)

Según la información suministrada por el 
Ministerio de Educación Nacional, actualmente hay 
250.237 docentes pensionados por el FOMAG, de 
los cuales el 35% (87.583) , ya reciben la mesada 14 
pensional, es decir, que esta reforma constitucional 
está luchando para que el 65% (162.654) restante 
obtengan el beneficio.

Ahora bien, teniendo presente la población del 
65% de los docentes, las variables utilizadas por el 

Ministerio de Educación Nacional y el FOMAG, 
estiman que el costo total de la mesada 14 docente 
es de $575.934.780.416. No obstante, el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público como ente rector 
de la política fiscal tiene la obligación de emitir 
un concepto de impacto fiscal sobre la iniciativa 
de reforma constitucional, el cual fue solicitado 
mediante correo electrónico el 25 de agosto 2025.

VI. PROPOSICIÓN

Por lo expuesto anteriormente, nos permitimos 
rendir ponencia positiva y proponemos a la 
Comisión Primera Constitucional Permanente 
de la Cámara de Representantes dar PRIMER 
DEBATE al Proyecto de Acto Legislativo 213 de 
2025 Cámara (Primera vuelta), por medio del cual 
se modifica el artículo 48 de la Constitución Política 
y se reconoce la mesada catorce para los y las 
docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, 
conforme al texto propuesto.

Cordialmente;

VII. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE - PRIMERA VUELTA

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 213 DE 2025 CÁMARA

por medio del cual se modifica el artículo 48 de 
la Constitución Política y se reconoce la mesada 

catorce para los y las docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales.
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El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo al artículo 
48 de la Constitución Política, así:

(…)
Parágrafo 4°. Los y Las docentes nacionales, 

nacionalizados y territoriales que se encuentren o 
llegaren a estar en goce de pensión de jubilación, 
vejez o invalidez, o sus sobrevivientes, accederán 
a la mesada catorce de acuerdo al régimen especial 
y exceptuado del Sistema General de Pensiones del 
Magisterio de Colombia.

Artículo 2°. Vigencia. El presente Acto 
Legislativo rige a partir de su promulgación, no 
tendrá efectos retroactivos y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,

* * *

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

033 DE 2025 CÁMARA

por medio del cual se adiciona el numeral 13 al 
artículo 2.2.3.1.2.1 al Decreto número 1069 de 

2015 en lo relativo a la competencia de los jueces 
en acciones de tutela frente a proyectos de interés 

nacional.
Bogotá, D. C., agosto de 2025
Honorable Representante

GABRIEL BECERRA YÁÑEZ
Presidente
Comisión Primera Constitucional
Honorable Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para Primer 

Debate del Proyecto de Ley número 033 de 2025 
Cámara

Respetado Representante:
En cumplimiento del encargo hecho por la 

Honorable Mesa Directiva de la Comisión Primera 
Constitucional a través de la nota interna número 
C.P.C.P. 3.1 –080 – 2025 del 20 de agosto de 2025, y 
en atención a lo establecido en los artículos 150, 153 
y 156 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir Informe 
de Ponencia para Primer Debate al Proyecto de Ley 
número 033 de 2025 Cámara, por medio del cual 
se adiciona el numeral 13 al artículo 2.2.3.1.2.1 
al Decreto número 1069 de 2015 en lo relativo a 
la competencia de los jueces en acciones de tutela 
frente a proyectos de interés nacional.

I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA
El Proyecto de Acto Legislativo número 

061 de 2025 Cámara, por medio del cual se 
adiciona el numeral 13 al artículo 2.2.3.1.2.1 al 
Decreto número 1069 de 2015 en lo relativo a la 
competencia de los jueces en acciones de tutela 
frente a proyectos de interés nacional, fue radicado 
el 21 de julio de 2025 ante la Secretaría General de la 
Cámara de Representantes por parte del Honorable 
Representante, Honorable Representante Hernán 
Darío Cadavid Márquez, remitido por competencia 
para iniciar su trámite a la Comisión Primera 
Constitucional de la Cámara de Representantes. 
Finalmente, a través de la nota interna número 
C.P.C.P. 3.1 –080 – 2025 del 20 de agosto de 2025, 
fui designado como ponente único para primer 
debate.

II. OBJETO DEL PROYECTO DE ACTO 
LEGISLATIVO

La presente iniciativa legislativa tiene como 
objetivo ofrecer protección judicial a los diversos 
proyectos que impactan la productividad y 
competitividad de la economía, ya sea a nivel 
nacional o regional y que son fundamentales 
para el crecimiento económico del país, ya que 
generan empleo directo o indirecto mediante 
encadenamientos, requieren significativas 
inversiones de capital con expectativas de retorno 
positivo, y poseen el potencial de incrementar la 
capacidad exportadora de la economía, así como de 
generar ingresos significativos a la nación y a las 
regiones.

III. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I. FUNDAMENTOS JURÍDICOS
CONSTITUCIONALES
El artículo 228 de la Constitución Política 

prevé que el funcionamiento de la administración 
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de justicia será desconcentrado y autónomo. En 
concordancia con ello, el artículo 50 de la Ley 270 de 
1996 consagra que “Con el objeto de desconcentrar 
el funcionamiento de la administración de justicia, 
y sin perjuicio de lo dispuesto en normas especiales, 
para efectos judiciales, el territorio de la nación se 
divide en distritos judiciales o distritos judiciales 
administrativos y éstos en circuitos (…)”. La Corte 
Constitucional en sentencia C-833 del 11 de octubre 
de 2006 señaló que: “Una de las características 
sustanciales de un Estado unitario como el 
colombiano, sobre la base de la centralización 
política, es la unidad de las leyes y de la función 
judicial en todo el territorio del mismo, cuya 
creación y ejercicio, respectivamente, están a cargo 
de la Nación o poder central. Ello explica que el 
artículo 228 de la Constitución establezca que el 
funcionamiento de la administración de justicia 
será desconcentrado, esto es, que la misma operará 
mediante la atribución de dicha función, mediante 
leyes y reglamentos, a órganos de orden nacional 
situados en diversos lugares del territorio del 
Estado, con un campo de acción circunscrito y en 
todo caso de menor amplitud que aquel.”

Por otra parte, el inciso primero del artículo 
86 de la Constitución Política prevé que “Toda 
persona tendrá acción de tutela para reclamar ante 
los jueces, en todo momento y lugar, mediante un 
procedimiento preferente y sumario, por sí misma o 
por quien actúe a su nombre, la protección inmediata 
de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de cualquier 
autoridad pública.”

Mediante Decreto 2591 de 1991 se reglamentó 
la acción de tutela y en el artículo 37 del Decreto 
2591 de 1991 se estableció que “Son competentes 
para conocer de la acción de tutela, a prevención, 
los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar 
donde ocurriere la violación o la amenaza que 
motivaren la presentación de la solicitud.” Luego, 
el artículo 1° del Decreto número 1382 del 2000, 
modificado por el Decreto número 1983 de 2017 
estableció las reglas de reparto de la acción de tutela. 
Estos Decretos fueron compilados en el artículo 
2.2.3.1.2.1 del Decreto número 1069 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho.

El Consejo de Estado en sentencia del 18 de 
julio de 2002, decidió una demanda de nulidad por 
inconstitucionalidad contra el Decreto número 1382 
de 2000 y argumentó que “[…] el Presidente de la 
República, mediante el Decreto número 1382 de 
2000, ejerció la potestad reglamentaria respecto de 
una norma con fuerza de ley, es decir, dentro del 
ámbito de la competencia que le asigna el artículo 
189-11 de la Constitución.”

Asimismo, el honorable Consejo de Estado en 
sentencia del 18 de julio de 2002 determinó que las 
reglas de reparto contenidas en el Decreto número 

1382 de 2000 son necesarias para “[…] lograr la 
desconcentración de la Administración de Justicia, 
imperativo constitucional y legal que se extiende 
a la acción de tutela y que resultaría imposible si 
llegaran a reunirse en un mismo órgano judicial 
innumerables solicitudes de amparo, como ocurriría, 
por ejemplo, en un tribunal superior, ante el empeño 
de los solicitantes por contar con una sentencia 
de segundo grado dictada por la Corte Suprema 
de Justicia. En ésta situación y en otras similares, 
se frustraría el principio de desconcentración de 
la Administración de Justicia a pretexto de una 
facultad ilimitada para escoger al Juez, que desde 
luego ni la Constitución ni las leyes establecen. 
En segundo término, porque el reglamento respeta 
la competencia «a prevención» al facultar a los 
solicitantes para ocurrir ante jueces o tribunales 
de cualquier especialidad. Así mismo, garantiza 
el derecho a reclamar la protección en todo lugar, 
porque ningún Juez podrá rechazar la solicitud 
aduciendo no ser competente, sino que tendrá que 
enviarla a quien lo sea.”

Igualmente, la honorable Corte Constitucional 
mediante Auto 124 del 25 de marzo de 2009, enfatizó 
que “[…] las únicas normas que determinan la 
competencia en materia de tutela son el artículo 
86 de la Constitución, que señala que ésta se puede 
interponer ante cualquier juez, y el artículo 37 del 
Decreto 2591 de 1991, que establece la competencia 
territorial y la de las acciones de tutela que se dirijan 
contra los medios de comunicación. Mientras que el 
decreto reglamentario 1382 de 2000 contiene reglas 
de simple reparto.”

En la precitada providencia, la honorable Sala 
Plena de la Corte Constitucional estableció las 
siguientes reglas jurisprudenciales: (i) un error 
en la aplicación o interpretación de las reglas 
de competencia contenidas en el artículo 37 del 
Decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela 
a declararse incompetente. La autoridad judicial 
debe, en estos casos, remitir el expediente al juez 
que considere competente con la mayor celeridad 
posible, (ii) la equivocación en la aplicación o 
interpretación de las reglas de reparto contenidas en 
el Decreto número 1382 de 2000 no autoriza al juez 
de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, 
a declarar la nulidad de lo actuado por falta de 
competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, 
tramitar la acción o decidir la impugnación, según el 
caso, (iii) los únicos conflictos de competencia que 
existen en materia de tutela son los que se presentan 
por la aplicación o interpretación del artículo 37 
del Decreto 2591 de 1991. Estos conflictos serán 
decididos, en principio, por el superior jerárquico 
común de las autoridades judiciales involucradas 
o, en su ausencia, por la Corte Constitucional, (iv) 
ninguna discusión por la aplicación o interpretación 
del Decreto número 1382 de 2000 genera conflicto 
de competencia, ni siquiera aparente.
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Posteriormente, el Decreto 333 de 2021 modificó 
el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto número 1069 
de 2015, y dejó sentado que asuntos como: (i) 
las actuaciones del Presidente de la República, 
incluyendo las relacionadas con la seguridad 
nacional, (ii) las actuaciones administrativas, 
políticas, programas y/o estrategias del Gobierno 
nacional, autoridades, organismos , consejos o 
entidades públicas relacionadas con la erradicación 
de cultivos ilícitos, (iii) las acciones de tutela 
presentadas por funcionarios o empleados que 
pertenezcan o pertenecieron a la rama judicial (iv) 
las decisiones tomadas por la Superintendencia 
Nacional de Salud relacionadas con medidas 
cautelares y de toma de posesión e intervención 
forzosa administrativa para administrar o liquidar, de 
cesación provisional, o de revocatoria total o parcial 
de habilitación o autorización de funcionamiento 
, con fundamento en los artículos 124 y 125 de la 
Ley 1438 de 2011, deben ser debatidos por órganos 
judiciales que refuercen la desconcentración de la 
administración de justicia, preserven la jerarquía 
funcional, y garanticen la unificación jurisprudencial 
y el interés general.

En ese sentido, resulta viable que el Congreso 
de la República defina como de interés que ciertos 
asuntos sean conocidos por jueces de mayor rango, 
con la finalidad de buscar ciertos fines.

II. JUSTIFICACIÓN

Asignando el conocimiento de las tutelas en 
primera instancia a los tribunales administrativos 
se busca generar estabilidad y seguridad jurídica 
a los proyectos estratégicos, teniendo en cuenta su 
importancia para el desarrollo de la infraestructura 
vital del país, y brindar mayores garantías a la 
inversión en minería, energía e hidrocarburos, entre 
otros.

Con ello, diferentes vicisitudes que afectan 
los proyectos de interés nacional tal y como son 
acciones de tutelas relacionadas con los procesos 
de adquisición de predios, consultas previas a 
comunidades y permisos y trámites ambientales, 
entre tantos otros que pueden afectar la operatividad 
de un gran proyecto, serán conocidas por jueces de 
mayor rango jerárquico como lo son los magistrados 
de tribunal.

Ya en el Conpes 3762 de 2013 se observó que 
“en una primera aproximación al seguimiento de 
los trámites ambientales, sociales y prediales en 
Colombia, se identificaron más de cincuenta y tres 
(53) proyectos de interés nacional y estratégicos con 
alguna dificultad. Entre los proyectos identificados, 
un 80% tiene dificultades de carácter ambiental, 
27% presentan dificultades en lo relacionado con 
el desarrollo de la consulta previa y 23% tiene 
dificultades con los temas de adquisición predial”, 
situaciones todas que se relacionan con derechos 

fundamentales y por lo que pueden ser objeto de 
protección mediante acción de tutela.

De allí, resulta primordial reducir el riesgo 
asociado a las decisiones judiciales que puedan 
afectar los proyectos más relevantes para el país, 
principalmente en los sectores de transporte y 
minero energético.

Recientemente el país conoció el fallo de 
tutela del juzgado cuarto laboral de Santa Marta, 
que ordenó la suspensión inmediata de todas las 
actividades relacionadas del proyecto de exploración 
y explotación en el área de interés de perforación 
exploratoria Tayrona en el pozo Uchuva 2, a pesar 
de que, según el Ministerio de Minas y Energía:

“A la fecha del 31 de diciembre de 2023, según el 
último Informe de Recursos y Reservas (IRR 2023), 
el descubrimiento Uchuva se encontró en etapa de 
delimitación y cuidado de historia de producción 
comercial. El pozo Uchuva 2, actualmente en 
perforación, ha sido diseñado para delimitar este 
descubrimiento y reducir las incertidumbres sobre 
el yacimiento, esencial para determinar su potencial 
comercial.

Es imperativo realizar la evaluación de este 
pozo, ya que se estima que, de confirmarse su 
productividad, el campo Uchuva podría aportar 
un volumen recuperable equivalente al 20% de las 
reservas 1P (probadas), al 32% de las reservas 2P 
(probadas más). probables) y al 45% de las reservas 
3P (probadas más probables más posibles). Sin una 
evaluación adecuada, el país perderá la oportunidad 
de incorporar estos volúmenes potenciales de 
reservas, lo que agravaría la situación de oferta y 
demanda de gas en el país.

Desde el Ministerio de Minas y Energía 
consideramos que el desarrollo de este campo es 
crucial para la sostenibilidad energética a mediano 
plazo, y que permitirá al país utilizar el gas natural 
como un fluido de transición energética. Esta acción 
contribuiría al suministro de energéticos limpios 
a la población colombiana y generaría ingresos 
por regalías que beneficiarán directamente a las 
regiones.

El Ministerio del Interior ya ha tomado acciones 
en relación con el mismo tema, de acuerdo con el 
comunicado publicado el pasado 13 de septiembre 
en el cual también respaldó la importancia de 
respetar los derechos de las comunidades étnicas a 
través de la consulta previa, sin dejar de lado los 
intereses generales del país. Esto, en el marco del 
compromiso del Gobierno nacional con la búsqueda 
permanente de soluciones que permitan articular 
las acciones en pro del desarrollo económico y el 
respeto a los derechos fundamentales.”4

4	 https://www.minenergia.gov.co/es/sala-de-prensa/noti-
cias-index/ministerio-de-minas-y-energ%C3%ADa-im-
pugna-decisi%C3%B3n-sobre-la-exploraci%C3%B3n-
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Por lo anterior el Ministerio de Minas y Energía, 
la Procuraduría General de la Nación y Dirección de 
la Autoridad Nacional de Consulta Previa apelaron 
el fallo proferido por el Juez de Santa Marta. 
Finalmente, el Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Santa Marta levantó la suspensión de los trabajos 
exploratorios en el Pozo Sirius (anteriormente 
conocido como Uchuva) y ha ordenó la revisión del 
concepto sobre consulta previa para la comunidad 
indígena de Taganga.5

Es preciso indicar que, si bien se debe respetar 
cualquier decisión emanada de un juez de la 
República, éstas se deben tomar con una base 
técnica robusta y una consideración equitativa de 
los derechos de los involucrados, incluidos los de 
las comunidades afectadas, como en el caso en 
cuestión.

Adicional, este proyecto de ley busca preservar 
la seguridad jurídica de proyectos de alto impacto 
económico y garantizar la satisfacción del interés 
general mediante el control adecuado de las 
decisiones que se adoptan en representación y en 
beneficio de la colectividad, con miras a proteger 
los intereses de los accionantes y accionados. 
Este equilibrio es fundamental, especialmente en 
aquellos casos donde se debe mantener la estabilidad 
económica del país y respetar los derechos de todas 
las partes involucradas, garantizando un desarrollo 
equitativo y justo que no sacrifique uno por el otro.

El principio de seguridad jurídica “es un bien 
social: En tanto bien social, debe haber una 
distribución equitativa del mismo. Concretamente, 
los atributos de la seguridad jurídica deben ser 
exigibles por parte de todos los actores, no sólo 
por parte de los que tienen poder dominante en las 
relaciones jurídicas, sociales y económicas” (López 
Medina, D., 23 de mayo de 2006).

IV. COMPETENCIA DEL CONGRESO

CONSTITUCIONAL

Artículo 114. Corresponde al Congreso de la 
República reformar la Constitución, hacer las leyes 
y ejercer control político sobre el gobierno y la 
administración.

El Congreso de la República, estará integrado 
por el Senado y la Cámara de Representantes

Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer 
las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes 
funciones:

1. Interpretar, reformar y derogar las leyes.

2. Expedir códigos en todos los ramos de la 
legislación y reformar sus disposiciones.

de-gas-en-el-pozo-uchuva-2/
5	 https://www.procuraduria.gov.co/Pages/tribunal-santa-

marta-levanta-suspension-pozo-uchuva-solicitud-procu-
raduria.aspx

3. Aprobar el plan nacional de desarrollo y de 
inversiones públicas que hayan de emprenderse 
o continuarse, con la determinación de los 
recursos y apropiaciones que se autoricen para su 
ejecución, y las medidas necesarias para impulsar el 
cumplimiento de los mismos.

4. Definir la división general del territorio con 
arreglo a lo previsto en esta Constitución, fijar las 
bases y condiciones para crear, eliminar, modificar 
o fusionar entidades territoriales y establecer sus 
competencias.

LEGAL

LEY 3ª DE 1992. POR LA CUAL SE EXPIDEN 
NORMAS SOBRE LAS COMISIONES DEL 
CONGRESO DE COLOMBIA Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES.

Artículo 2°. Tanto en el Senado como en la 
Cámara de Representantes funcionarán Comisiones 
Constitucionales Permanentes, encargadas de dar 
primer debate a los proyectos de acto legislativo o 
de ley referente a los asuntos de su competencia.

Las Comisiones Constitucionales Permanentes 
en cada una de las Cámaras serán siete (7) a saber:

Comisión Primera.

Compuesta por diecinueve (22) miembros 
en el Senado y treinta y cinco (38) en la Cámara 
de Representantes, conocerá de: reforma 
constitucional; leyes estatutarias; organización 
territorial; reglamentos de los organismos de 
control; normas generales sobre contratación 
administrativa; notariado y registro; estructura y 
organización de la administración nacional central; 
de los derechos, las garantías y los deberes; rama 
legislativa; estrategias y políticas para la paz; 
propiedad intelectual; variación de la residencia de 
los altos poderes nacionales; asuntos étnicos.

V. ANÁLISIS DE IMPACTO FISCAL

Este proyecto de ley no ordena gasto público, no 
tiene afectación y no tiene injerencia presupuestal 
alguna, en el entendido que, la presente iniciativa 
legislativa tiene como objetivo ofrecer protección 
judicial a los diversos proyectos que impactan la 
productividad y competitividad de la economía, 
ya sea a nivel nacional o regional y que son 
fundamentales para el crecimiento económico del 
país, ya que generan empleo directo o indirecto 
mediante encadenamientos, requieren significativas 
inversiones de capital con expectativas de retorno 
positivo, y poseen el potencial de incrementar la 
capacidad exportadora de la economía, así como de 
generar ingresos significativos a la nación y a las 
regiones.

Así, se da cumplimiento a lo establecido en 
la Ley 819 del 9 de julio de 2003, por la cual se 
dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, 
responsabilidad y transparencia fiscal y se dictan 
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otras disposiciones, que en su artículo 7° dispone 
que todos los proyectos de ley que ordenen gasto 
u otorguen beneficios tributarios deberá hacerse 
explícito y deberá ser compatible con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo. Contemplando así la 
obligatoriedad de incluirse expresamente en la 
exposición de motivos y en las ponencias de trámite 
respectivas los costos fiscales de la iniciativa y 
la fuente de ingreso adicional generada para el 
financiamiento de dicho costo.

VI. SITUACIONES QUE PODRÍAN 
GENERAR CONFLICTO DE INTERÉS

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 
3° de la Ley 2003 de 2019, por la cual se modifica 
parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan otras 
disposiciones, que modifica el artículo 291 de la 
Ley 5ª de 1992, que establece la obligación al autor 
del proyecto presentar la descripción de las posibles 
circunstancias o eventos que podrán generar un 
conflicto de interés para la discusión y votación del 
proyecto, siendo estos, criterios guías para que los 
congresistas tomen una decisión en torno a si se 
encuentran en una causal de impedimento se hacen 
las siguientes consideraciones:

Se estima que el presente proyecto de Ley no 
genera conflictos de interés al suscrito firmante, 
puesto que no crearía beneficios particulares, 
actuales y directos a los congresistas, a su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil, conforme a lo 
dispuesto en la ley.

La descripción de los posibles conflictos de 
interés que se puedan presentar sobre el trámite del 
presente proyecto de Acto Legislativo no exime 
del deber del Congresista de identificar causales 
adicionales que pueda encontrar durante el trámite 
del proyecto.

VII. PROPOSICIÓN
Haciendo uso de las facultades conferidas 

por la Ley 5ª de 1992, de conformidad con las 
consideraciones expuestas, me permito rendir informe 
de PONENCIA POSITIVA y respetuosamente 
sugiero a los Honorables Representantes de la 
Comisión Primera DAR PRIMER DEBATE al 
Proyecto de Ley número 33 de 2025 Cámara, por 
medio del cual se adiciona el numeral 13 al artículo 
2.2.3.1.2.1 al Decreto número 1069 de 2015 en lo 
relativo a la competencia de los jueces en acciones 
de tutela frente a proyectos de interés nacional, de 
conformidad con el texto propuesto.

Cordialmente,

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE EN LA COMISIÓN PRIMERA DE 
LA CÁMARA DE REPRESENTANTES AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 033 DE 2025 
CÁMARA

por medio del cual se adiciona el numeral 13 al 
artículo 2.2.3.1.2.1 al Decreto número 1069 de 
2015 en lo relativo a las reglas de reparto de la 
acción de tutela en acciones relacionadas con 

proyectos de interés nacional.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese el numeral trece al 
artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto número 1069 de 
2015, según el siguiente tenor:

13. Las acciones de tutela que estén relacionadas 
o tengan incidencia en proyectos de interés nacional 
serán repartidas para su conocimiento en primera 
instancia al tribunal administrativo donde esté 
ubicado el correspondiente proyecto.

Dentro del año siguiente a la entrada en vigor 
de la presente ley, el Gobierno nacional definirá 
los proyectos de interés nacional, teniendo en 
cuenta criterios como el impacto del proyecto en 
la productividad y competitividad de la economía 
nacional o regional, la creación de empleo directo o 
por vía de encadenamientos, la inversión de capital, 
el retorno positivo a la inversión, la sostenibilidad 
operacional, la potencialidad de aumentar la 
capacidad exportadora de la economía nacional o 
la capacidad de generar ingresos significativos a la 
nación y a las regiones.

Los proyectos que al momento del inicio de 
la vigencia de la presente ley estén categorizados 
como Proyectos de Interés Nacional y Estratégico 
(PINE), gran minería y proyectos de interés 
nacional declarados por la Agencia Nacional de 
Minería, serán considerados como proyectos de 
interés nacional para efectos del reparto, hasta 
tanto el Gobierno nacional haya reglamentado la 
materia.

Artículo 2°. Vigencia. La presente Ley rige a 
partir de su promulgación.

Cordialmente,
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C A RTA S  D E  A D H E S I Ó N

CARTA DE ADHESIÓN AL PROYECTO DE LEY ORDINARIA NÚMERO 059 DE 2025 
CÁMARA

HONORABLE REPRESENTANTE KAREN ASTRITH MANRIQUE OLARTE

por medio de la cual se reconoce y regula el contrato agropecuario como modalidad especial de trabajo 
rural y se dictan disposiciones para su formalización y protección social.
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CARTA DE ADHESIÓN AL PROYECTO DE LEY ORDINARIA NÚMERO 105 DE 2025 
CÁMARA

HONORABLE REPRESENTANTE KAREN ASTRITH MANRIQUE OLARTE

por medio del cual se adopta y regula el programa estado joven para la dignificación de las prácticas 
laborales en las entidades públicas y se promueve la inserción laboral de los practicantes en el sector.



Gaceta del Congreso  1520	 Miércoles, 27 de agosto de 20255	 Página 15

N O TA S  A C L A R AT O R I A S

NOTA ACLARATORIA AL INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE DEL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 587 DE 2025 CÁMARA

por medio del cual se adopta una reforma estructural al ICETEX y se dictan otras disposiciones.
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